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Introducción

El artículo 2.7 de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas con-
sagra el principio de no intervención como límite, en tanto que el texto de la 
Carta no puede ser interpretado en el sentido de que autorice a las Naciones 
Unidas a intervenir en los asuntos que sean esencialmente de la jurisdicción 
interna de los Estados, pero no como un límite absoluto, en cuanto que deja a 
salvo la aplicabilidad de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo vii 
del instrumento1.

La exigencia de la no intervención es tratada como un principio de Derecho 
que sería expresión de la igualdad soberana entre los Estados, igualdad que, 

*	 Universidad de Los Andes, Abogado Summa Cum Laude; Profesor Titular. Univer-
sidad Central de Venezuela, Doctor en Ciencias mención «Derecho». Exmagistrado 
de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia. Exmagistrado del Tribu-
nal de Justicia de la Comunidad Andina. 

1	 «Artículo 2.- Para la realización de los propósitos consignados en el artículo 1, 
la Organización y sus Miembros procederán de acuerdo con los siguientes 
principios: (…) 7. Ninguna disposición de esta Carta autorizará a las Naciones Uni-
das a intervenir en los asuntos que son esencialmente de la jurisdicción interna de los 
Estados, ni obligará a los Miembros a someter dichos asuntos a procedimientos de 
arreglo conforme a la presente Carta, pero este principio no se opone a la aplicación 
de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo vii», http://www.un.org/es/sec-
tions/un-charter/charter-i/index.html.
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recogida en el artículo 2.1 de la Carta en mención, sería manifestación a su 
vez del principio de soberanía de Estado.

A la vista de este principio, así como de situaciones de hecho caracterizadas 
por la violación grave y sistemática de derechos humanos, el ex Secretario Ge-
neral de la Organización de las Naciones Unidas, Kofi Annan, en su Informe a 
la Asamblea General de la Organización, publicado en fecha 27 de marzo del 
año 2000, planteó una especie de contraposición entre la defensa de la huma-
nidad y la defensa de la soberanía, por virtud de la figura de la intervención  
humanitaria, en los términos siguientes:

217 (…) Si la intervención humanitaria es, en realidad, un ataque inacep-
table a la soberanía, cómo deberíamos responder a situaciones como las 
de Rwanda y Srebrenica, y a las violaciones graves y sistemáticas de 
los derechos humanos que transgreden todos los principios de nuestra  
humanidad común?

218. Nos enfrentamos a un auténtico dilema. Pocos estarán en desacuerdo 
en que tanto la defensa de la humanidad como la defensa de la soberanía 
son principios que merecen apoyo. Desgraciadamente, eso no nos aclara 
cuál de esos principios debe prevalecer cuando se hallan en conflicto.

219. La intervención humanitaria es una cuestión delicada, plagada de di-
ficultades políticas y sin soluciones fáciles. Pero sin duda no hay ningún 
principio jurídico –ni siquiera la soberanía– que pueda invocarse para 
proteger a los autores de crímenes de lesa humanidad. En los lugares en 
que se cometen esos crímenes y se han agotado los intentos por ponerles 
fin por medios pacíficos, el Consejo de Seguridad tiene el deber moral 
de actuar en nombre de la comunidad internacional. El hecho de que no 
podamos proteger a los seres humanos en todas partes no justifica que  
no hagamos nada cuando podemos hacerlo. La intervención armada debe 
seguir siendo el último recurso, pero ante los asesinatos en masa es una 
opción que no se puede desechar2.

2	 Informe «Nosotros los pueblos: la función de las Naciones Unidas en el siglo xxi», 
http://unpan1.un.org/intradoc/groups/public/documents/un/unpan004567.pdf.



La Comisión Internacional de Intervención y Soberanía de Estado, creada, 
establecida y patrocinada por el Gobierno de Canadá en respuesta al plan-
teamiento formulado por el ex Secretario General, rindió un Informe, en di-
ciembre del año 2001, a través del cual desarrolló, en el marco del problema 
mayor de la «intervención humanitaria», su tesis central, la responsabilidad 
de proteger, según la cual los Estados soberanos tienen la responsabilidad 
primera de proteger a sus propios ciudadanos de catástrofes evitables, pero, 
cuando ellos no quieran o no puedan hacerlo, la responsabilidad pasa a la  
comunidad de Estados y se materializa, en lo sustancial, en la provisión de 
soporte vital, protección y asistencia a las poblaciones en riesgo.

La tesis, elaborada como una directriz para la comunidad internacional de 
Estados, se apoyó en los siguientes principios, fundamentos y elementos:

Principios: La soberanía de Estado implica responsabilidad; cuando la po-
blación sufre graves daños, como resultado de guerra civil, insurgencia, re-
presión u otros eventos, y el Estado no puede o no quiere detener o prevenir 
tales daños, el principio de no intervención cede frente a la responsabilidad 
internacional de proteger.

Fundamentos: Las obligaciones inherentes al concepto de soberanía; la res-
ponsabilidad del Consejo de Seguridad, según el artículo 24 de la Carta, de 
mantener la seguridad y la paz internacional; las obligaciones legales especí-
ficas establecidas en los tratados, convenios y declaraciones protectoras de los 
derechos humanos, Derecho internacional humanitario y Derecho nacional; 
y las prácticas en curso de Estados y organizaciones regionales, y del propio 
Consejo de Seguridad.

Elementos: La responsabilidad de proteger abarca tres responsabilidades es-
pecíficas: la de prevenir los conflictos internos y las crisis de origen humano 
que pongan en riesgo a la población; la de reaccionar frente a situaciones de ne-
cesidades humanas apremiantes, y la de reconstruir a través de la provisión 
de la asistencia que fuere necesaria3.

3	 Comisión Internacional de Intervención y Soberanía de Estado (ICISS): The respon-
sibility to protect. International Development Research Centre. Ottawa, 2001, pp. vii 
y ss., http://responsibilitytoprotect.org/ICISS%20Report.pdf.
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A través de su Informe, la Comisión se propuso responder al mandato de ela-
borar un entendimiento más amplio del problema de reconciliar la intervención 
con propósitos de protección humanitaria y la soberanía.

En lo que concierne a la soberanía de Estado, la Comisión la definió, en su di-
mensión interna, como la capacidad de adoptar decisiones de autoridad sobre 
el pueblo y los recursos existentes dentro del Estado mismo, pero reconoció 
que dicha autoridad no es absoluta, sino limitada y regulada por el orden cons-
titucional; que su defensa no significa que el Estado goce de un poder ilimitado 
sobre su propia población; y que implica una doble responsabilidad: la externa, 
de respeto a la soberanía de los otros Estados; y la interna, de respeto a la 
dignidad y a los derechos humanos de todas las personas dentro del Estado4.

Este Informe sirvió de base al que rindiera el ex Secretario General de Na-
ciones Unidas a la 59.ª sesión de la Asamblea General (A/59/2005), distribuido 
en fecha 21 de marzo de 2005, y en el cual su autor declaró: «… experiencias 
aún más duras nos han conducido a aferrarnos al hecho de que a ningún prin-
cipio legal –ni siquiera a la soberanía– debe permitírsele proteger el genocidio, 
los crímenes contra la humanidad y el sufrimiento humano masivo»5.

El Informe citado del ex Secretario General sirvió a su vez de base de la Re-
solución A/60/L.1, adoptada por la Asamblea General de Naciones Unidas en 
sesión plenaria (World Summit 2005), distribuida en fecha 20 de septiembre 
de 2005, cuyo parágrafo 135 reafirma la necesidad de respetar debidamente 
la soberanía y el derecho a la libre determinación, cuyo parágrafo 138 destaca 
que cada Estado es responsable de proteger a su población del genocidio, los 
crímenes de guerra, la depuración étnica y los crímenes de lesa humanidad,  
y cuyo parágrafo 139 declara:

La comunidad internacional, por conducto de las Naciones Unidas, tiene 
también la responsabilidad de utilizar los medios diplomáticos, humanita-

4	 Ibíd., pp. 8 y 12.
5	 Report of the Secretary General: «In larger freedom: towards development, security 

and human rights for all», 2005, p. 34, http://www.un.org/en/ga/search/view_doc.
asp?symbol=A/59/2005.



rios y otros medios pacíficos apropiados, de conformidad con los Capítulos  
vi y viii de la Carta de las Naciones Unidas, para ayudar a proteger a las 
poblaciones del genocidio, los crímenes de guerra, la depuración étnica y 
los crímenes de lesa humanidad. En este contexto, estamos dispuestos 
a adoptar medidas colectivas, de manera oportuna y decisiva, por con-
ducto del Consejo de Seguridad, incluido su Capítulo vii, en cada caso 
concreto y en colaboración con las organizaciones regionales perti-
nentes cuando proceda, si se demuestra que los medios pacíficos son ina
decuados y que las autoridades nacionales no protegen manifiestamente  
a su población del genocidio, los crímenes de guerra, la depuración étnica 
y los crímenes de lesa humanidad6.

Los informes y declaraciones que anteceden bastan para formular preguntas 
como las siguientes: ¿Es la «intervención humanitaria» un ataque a la sobe-
ranía? ¿Se contrapone la defensa de la soberanía a la defensa de la humanidad? 
¿Hay necesidad de reconciliar la intervención con propósitos humanitarios y 
la soberanía? ¿Constituye la soberanía un límite? ¿Tiene límites la soberanía?

En la base de varias de estas preguntas se halla la que se interroga, en ge-
neral, por la relación entre la soberanía y la humanidad y, en particular, por 
la naturaleza jurídica de esta relación. Este artículo tiene por objeto general 
hacer un estudio breve de la pregunta por la naturaleza de la relación entre 
los conceptos de soberanía y humanidad.

En el marco de la dimensión externa del concepto de soberanía, Ramos ha 
puesto de relieve la insuficiencia de las fuentes del Derecho Internacional 
clásico para proveer a las necesidades contemporáneas relacionadas con los 
crímenes masivos y las tragedias humanitarias, así como la posibilidad de re-
visar los principios clásicos de soberanía y no intervención en el marco de la 
responsabilidad de proteger. La autora, en su estudio académico sobre la res-
ponsabilidad de proteger de los Estados, ha dado cuenta de una idea expuesta 
por Fabio Konder Comparato en el prefacio a una obra de André de Carvalho 

6	 Documento final de la Cumbre Mundial 2005, pp. 31 y 32, http://globalr2p.org/me-
dia/files/2005-spanish.pdf.
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Ramos sobre la teoría de los derechos humanos en el orden internacional: 
según Comparato, se ha venido produciendo una sustitución de la soberanía 
tradicional por una soberanía de humanidad, es decir, por una cuyo telos es el 
principio de humanidad, el mismo que postula el respeto y garantía de los de-
rechos humanos de los ciudadanos7. Este artículo tiene por objeto específico 
hacer una revisión breve de los fundamentos de esta orientación.

1. De la noción de soberanía

Una primera aproximación al concepto, desde la enciclopedia y el diccionario8, 
conduce a identificar la soberanía –del latín superaneus: lo que está sobre–9 
como una cualidad jurídica consistente en un poder originario e independiente 
que se atribuye, luego de una evolución iniciada en la Edad Media, al imperium 
del Estado moderno, cuyo poder es definido como soberano en cuanto origi-
nario, es decir, no derivado de otro, absoluto, porque superiorem non recog-
noscens, exclusivo, por indivisible, inalienable e imprescriptible, por tratarse 
de una función pública necesaria a toda organización política10.

Esta definición de soberanía se expresará, aunque con diferencias significa-
tivas, a través del pensamiento de Bodin, Hobbes y Rousseau, pero también 
será criticada, por su potencial despótico, a través de la tradición liberal consti-
tucional que, manifestada en el pensamiento de Locke, Montesquieu y Cons-
tant, sostendrá en cambio la necesidad de limitar el poder del Estado a fin de 
tutelar la libertad de los individuos y la autonomía de la sociedad civil11.

  7	 Ramos, Mariana dos Anjos: Responsabilidade de proteger dos Estados e sua dimen-
são jurídico-normativa. Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo. San 
Paulo, 2013, pp. 149 y ss.

  8	 Vid. «Sovranità», en: Dizionario di storia, 2011, http://www.treccani.it/enciclopedia/
sovranita_(Dizionario-di-Storia)/.

  9	 Vid. «Sovranità», en: Dizionario di filosofia, 2009, http://www.treccani.it/enciclope-
dia/sovranita_(Dizionario-di-filosofia)/.

10	 Ídem.
11	 Ídem.



El concepto se asocia a la historia de la fórmula rex in regno suo est impe-
rator utilizada entre los siglos xii y xiii para designar la plenitudo potestatis 
del princeps, luego del rex, cuyo paradigma era el imperator in regno suo. 
Más tarde, Bartolo de Sassoferrato extenderá la plenitudo potestatis a la 
civitas que no reconoce superior y que, por tanto, es príncipe de sí misma, 
es decir, se gobierna a sí misma (civitas superiorem nos recognoscens est 
sibi princeps). Ahora bien, el paso obligado que contribuirá a consolidar 
los elementos propios del concepto de soberanía, vale decir, la plenitud de 
los poderes y la independencia de todo otro poder, será la época del prin-
ceps absolutus, cuya maiestas, según Jean Bodin (De République i, 8), es po-
testad suprema sobre ciudadanos y súbditos, no sometida a leyes (Maiestas 
est summa in cives ac subditos legibusque soluta potestas), de modo que la 
soberanía, dice, es el poder absoluto y perpetuo propio del Estado, entendido 
este como el gobierno que se ejerce con poder soberano sobre las diversas fa-
milias y, sobre todo, lo que ellas tienen en común entre sí, salvo el dominium 
privado, y cuya prerrogativa principal es el poder de hacer las leyes12.

En el Estado contemporáneo se atribuye al concepto de soberanía un doble 
significado: considerado el Estado como el orden jurídico en su conjunto, in-
dica el carácter originario del orden mismo, en el sentido de que este no de-
riva su validez de un orden jurídico superior; considerado el Estado como 
persona jurídica, indica su posición de independencia frente a toda otra per-
sona jurídica existente en el ámbito externo, y de supremacía absoluta frente 
a toda otra persona, física o jurídica, que obre en su ámbito territorial13.

Y la doctrina contemporánea suele distinguir, en los Estados democráticos, 
entre la soberanía como fuente política de la potestad de gobierno y la sobe-
ranía como titularidad de la potestad misma, atribuyendo la primera a la co-
lectividad entera, personificada en el cuerpo electoral, y la segunda al Estado 
como organización jurídica de la colectividad. Sin embargo, cuando la sobe-
ranía de Estado entra en contacto con ordenamientos más vastos, como lo es 
el internacional, puede encontrar límites a la exclusividad de su ejercicio, por 

12	 Ídem.
13	 Vid. «Sovranità», en: ob. cit. (Dizionario di storia).
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efecto, por ejemplo, de la adhesión a organizaciones internacionales que se 
hallen dotadas de poderes y funciones tales que lleguen a limitar el ejercicio 
de aquella potestad, limitación fundada desde luego en la manifestación de 
voluntad del Estado mismo14.

Pero otra línea de evolución es la que se asocia a las revoluciones americana 
y francesa, entre otras, y gira en torno a la soberanía popular, cuya base teó-
rica ha sido desarrollada en el marco general del pensamiento iusnaturalista 
moderno y en el ámbito particular del contractualismo, según el cual el fun-
damento del poder político reside en un pacto libre y originario entre los indi-
viduos entre si, o entre estos y el monarca15. En el caso del pactum subiectionis 
entre pueblo y monarca, un problema medieval fue el de establecer si el pactum 
implicaba la renuncia de parte del pueblo a sus derechos –alienatio–o sola-
mente una concesión –cessio– revocable cuando, por ejemplo, el monarca 
dejase de cumplir sus obligaciones y se transformase en tirano o, en caso de 
conflicto con la Iglesia, se convirtiese en enemigo de la fe y de los cánones16.

Según Hobbes, el Estado es el resultado de una opción adoptada voluntaria-
mente por individuos libres e iguales que se hallan expuestos al riesgo de la 
destrucción recíproca; en tanto que entidad puramente artificial, dicho Es-
tado se fundamenta solo en la voluntad de los individuos y en su raciona-
lidad instrumental; gracias a la institución de la soberanía se constituye el 
pueblo, y gracias a las leyes civiles se dispone de un criterio para distinguir 
lo justo de lo injusto. En este contexto, el poder del soberano no está some-
tido a límites políticos porque, en el pacto, los individuos cedieron todos sus 
derechos, excepto el de la vida, ni a límites jurídicos, porque el ius es tal 
en cuanto iussum, de manera que lo que hace la ley es la autoridad y no la 
verdad, ni a límites éticos, porque el iussum es el único modo de distinguir 
entre el bien y el mal. Por tanto, se trata de un poder originario y absoluto, 
pero no arbitrario, insiste Hobbes, porque sus mandatos no son el fruto del 
capricho, sino el resultado necesario de una racionalidad dirigida a realizar el  

14	 Ídem.
15	 Ídem.
16	 Vid. «Sovranità», en: http://www.treccani.it/enciclopedia/sovranita/.



supremo valor político que es la paz, es decir, la condición que permite a todo 
individuo autoconservarse y procurar su propia utilidad17.

En el pensamiento de Rousseau, la soberanía reside en la voluntad general 
que, nacida de la superación y unificación de la voluntad de los individuos, 
tiende al bien común. El individuo enajenaría voluntariamente en el pacto 
su libertad originaria a favor de la comunidad para recibir a cambio dere-
chos civiles y políticos. Y si bien la cesión de los derechos de los individuos 
sería total, lo que haría que la soberanía fuese absoluta, la titularidad de esta 
correspondería al cuerpo social en su integridad, el mismo que la ejercería 
colectivamente y expresaría la voluntad general. Desde la perspectiva de 
Rousseau, la soberanía no sería expresión de una racionalidad instrumental 
y utilitaria, como la de Hobbes, sino de una racionalidad sustancial que coin-
cidiría con la moralidad por cuanto la voluntad general velaría por el interés 
general de la comunidad, por el bien común18.

Por su parte, la tradición liberal recela del carácter absoluto de la soberanía. En 
el pensamiento de Locke, el pacto originario nacería de la convicción de que 
los hombres son libres e iguales por naturaleza, y de que ninguno abandonaría 
esta condición sin su consentimiento; que el poder se ejerce a través de dos cen-
tros fundamentales, el legislativo y el ejecutivo, caracterizados porque el se-
gundo se halla subordinado al primero, pero el primero se halla subordinado al 
pueblo, en tanto que debe interpretar su voluntad y sus necesidades, y porque  
el pueblo es el que puede renovar y cambiar su representación en el Parlamento. 
A juicio de Locke, el Parlamento no es poder soberano porque se halla limitado 
por los derechos naturales de los individuos, ni es poder originario, desde que 
su origen y fundamento está en la confianza del pueblo, el mismo que también 
dispone del derecho de resistencia, ni poder exclusivo, si se considera el mo-
delo constitucional de origen medieval del king in parliament que conduciría  
a un ejercicio compartido de la soberanía19.

17	 Vid. «Sovranità», en: ob. cit. (Dizionario di filosofia).
18	 Ídem.
19	 Ídem.
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Constant reconoce también el principio de la soberanía popular porque so-
lamente es legítimo el poder que deriva de la sociedad, que se funda sobre el 
consentimiento del pueblo, pero rechaza la idea de que dicha soberanía sea ili-
mitada porque el poder, aun cuando pertenezca de derecho a todos, es ejercido 
siempre de hecho por una minoría. A su juicio, el error fundamental de Rousseau 
fue el haber procurado la libertad, confiándola a la sociedad entera, sin haber li-
mitado el poder. Para Constant, el principio que debe afirmarse es que la sobe-
ranía existe solamente de manera limitada y relativa, que su jurisdicción termina 
donde se inicia la independencia de la existencia individual, que cuando  
la autoridad se extiende a materias que salen de su ámbito deviene ilegítima, 
y que el consentimiento de la mayoría no es en absoluto suficiente en todas 
las circunstancias para conferir a sus actos el carácter de ley20.

El principio de la soberanía popular aparece recogido en textos como la De-
claración de Independencia de los Estados Unidos de América, según la cual 
los gobiernos derivan sus poderes legítimos del consentimiento de los gober-
nados, o como la Declaración Universal de los Derechos del Hombre y del 
Ciudadano, según la cual la fuente de toda soberanía reside esencialmente en 
la Nación21.

Ahora bien, la figura ha sido utilizada a veces, desde sus inicios, como una cu-
bierta para esconder crueldades e injusticias libres de todo escrutinio externo. 
Las más importantes limitaciones legales e institucionales de la soberanía, 
como las derivadas de las convenciones internacionales sobre derechos humanos 
y de la integración europea, surgieron únicamente después del Holocausto.

No obstante, la Comisión Internacional sobre Independencia y Soberanía  
de Estado encuentra que, en un mundo marcado por enormes desigualdades de 
poder y recursos, la figura de la soberanía es para muchos Estados su mejor 
y, a veces, su única línea de defensa, un reconocimiento de su igual valor y 
dignidad, una protección de sus identidades únicas y de su libertad nacional,  
y una afirmación de su derecho a moldear y determinar su propio destino.  

20	 Ídem.
21	 Ídem.



Por este tipo de razones, el principio según el cual todos los Estados son 
igualmente soberanos bajo el Derecho Internacional fue recogido en el ar-
tículo 2.1 de la Carta de la Organización de las Naciones Unidas. Pero una 
condición de la soberanía de cualquier Estado es su obligación de respetar  
la soberanía de los otros Estados, lo que la Comisión enlaza con el principio 
de no intervención previsto en el artículo 2.7 de la Carta citada, principio que, 
según el texto de dicho artículo, no se opone sin embargo a la aplicación  
de las medidas coercitivas prescritas en el Capítulo vii, elemento este último 
que la Comisión no destaca22.

A su juicio, la soberanía ha venido a significar, desde la Paz de Westfalia, la 
identidad legal de un Estado en el ámbito del Derecho Internacional; es un 
concepto que provee orden, estabilidad y previsibilidad en las relaciones in-
ternacionales porque los Estados soberanos son considerados como iguales, 
con independencia de su tamaño o riqueza; internamente, la soberanía signi-
fica la capacidad de adoptar decisiones de autoridad en relación con la pobla-
ción y sus recursos en el territorio de un Estado, autoridad que, sin embargo, 
no puede ser considerada como absoluta sino constreñida y regulada interna-
mente por acuerdos de orden constitucional23.

La Comisión da por reconocido que la soberanía implica una doble responsa-
bilidad: externamente, el respeto de la soberanía de los otros Estados; inter-
namente, el respeto de la dignidad y de los derechos básicos de la población 
que habita en el territorio del Estado, pero también acepta que los asuntos 
de soberanía e intervención no son cuestiones que afecten los derechos o 
las prerrogativas de los Estados, sino a los seres humanos en aspectos fun-
damentales. Desde su perspectiva, una de las virtudes del uso del concepto 
«responsabilidad de proteger» es que centra la atención en las necesidades 
humanas que requieren protección o asistencia24.

En el campo de las relaciones Estado-ciudadanos, la totalidad de las cláu-
sulas de la Carta de la Organización de Naciones Unidas e instrumentos 

22	 ICISS: ob. cit. (The responsibility to protect…), pp. 7 y 12.
23	 Ibíd., p. 12. 
24	 Ibíd., pp. 8 y 15.
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como la Declaración Universal de Derechos Humanos restringen la autoridad 
de los Estados que pretendan afectar a su propia población en su territorio. 
Según la Comisión, la obligación de protegerla de la muerte y de otros daños 
graves es la responsabilidad fundamental que impone la soberanía al Estado, 
de modo que, si este no puede o no quiere cumplirla, la intervención coactiva 
para propósitos de protección humanitaria, incluyendo en última instancia la 
intervención militar, desde la comunidad internacional, puede encontrar jus-
tificación en casos extremos. Según la Comisión, se trata de reconciliar dos 
objetivos: fortalecer y no debilitar la soberanía de los Estados y mejorar la ca-
pacidad de la comunidad internacional para reaccionar decisivamente cuando 
los Estados no puedan o no quieran proteger a su propia población25.

Las consideraciones que anteceden revelan que, desde antiguo, se ha transfe-
rido al Estado la titularidad de una soberanía cuya fuente originaria es la vo-
luntad popular; que se ha asignado a la soberanía de Estado los atributos de 
originaria y absoluta porque los ciudadanos habrían cedido a este, en el pacto 
fundamental, la totalidad de sus derechos, y hasta su libertad originaria; y 
que, progresivamente, dicha soberanía ha venido siendo objeto, a través de 
instrumentos convencionales, de limitaciones en su ejercicio.

2. De la noción de humanidad

A juicio de Delmas-Marty, se llama «humanidad» a un fondo común de va-
lores que se encuentra en germen en la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos, adoptada por la Asamblea General de la Organización de las Naciones 
Unidas, el 10 de diciembre de 1948, texto que consagra ante todo la igual dig-
nidad de los seres humanos. Pero, advierte la autora, se trata de un texto pu-
ramente declarativo, de modo que la violación de los valores que contiene no 
recibe una sanción directa. En cambio, la justicia penal internacional expresa 
un universal normativo de mayor fuerza porque la definición de los crímenes 
internacionales es acompañada de sanciones penales que son más gravosas 
y estigmatizantes, y que afectan los cuerpos materiales y no solo los cuerpos 
simbólicos de los Estados. Por esta razón, la hipótesis que formula Delmas-

25	 Ibíd., pp. 49, 69 y 75.



Marty es que la lista de los crímenes internacionales podrían expresar el  
reconocimiento de valores universales o, al menos, universalizables26.

En la lista de los crímenes en referencia, continua la autora, la gran novedad 
consistió en la consagración del «crimen contra la humanidad», ilícito que 
en cierto modo instituye la humanidad como categoría jurídica. Después de 
Nuremberg, la autonomía de este crimen se afirmó de manera progresiva, 
pues primero se recogió de nuevo en los principios de las Naciones Unidas, 
y luego se completó en instrumentos tales como la Convención sobre el Ge-
nocidio de 1948 y la Convención sobre el Apartheid de 1973, en la creación 
de los Tribunales Penales Internacionales para la ex Yugoslavia en 1993 y 
para Ruanda en 1994, y en la aprobación del Estatuto de la Corte Penal In-
ternacional en 1998. En este último instrumento, la definición del crimen 
se amplió debido a la introducción del concepto de desaparición forzada y de 
nuevas formas de persecución. Así pues, a su juicio, la humanidad que el De-
recho Internacional protege no se define sino mediante la enumeración de los 
más graves comportamientos27.

Ahora bien, el fundamento del crimen contra la humanidad, dice Delmas-
Marty, se halla en la «despersonalización» de la víctima y, finalmente, en la 
negación de su condición humana. Por esta razón, precisa la autora, el ase-
sinato se convierte en un crimen contra la humanidad cuando es cometido 
en forma de atentado masivo, o cuando la víctima es elegida por su relación 
de pertenencia a un grupo nacional, racial o religioso. En definitiva, lo que 
subyace a un crimen de esta naturaleza, sostiene, «es la consagración de una 
humanidad plural que entraña a la vez la singularidad de cada ser y su igual 
pertenencia a la comunidad humana»28.

26	 Delmas-Marty, Mireille: «¿Pueden los crímenes internacionales contribuir al debate 
entre universalismo y relativismo de los valores?». En: Crímenes internacionales y 
jurisdicciones internacionales. Grupo Editorial Norma. Antonio Cassese y Mireille 
Delmas-Marty, editores. Trad. Horacio Pons. Bogotá, 2004, pp. 80, 82 y 90.

27	 Ibíd., pp. 82-84.
28	 Ibíd., pp. 90 y 91.
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Así pues, a través de la previsión y sanción de este tipo de ilícito penal se pro-
cura proteger la integridad de la humanidad, que es a la vez la de la persona, 
cuya humanidad la vincula a la comunidad humana, y la del género humano29.

Por su parte, el Preámbulo de la Declaración Universal de los Derechos Hu-
manos establece como base de los valores de libertad, justicia y paz el reco-
nocimiento de la dignidad intrínseca de la persona humana y de sus derechos 
fundamentales, iguales e inalienables30.

El concepto de humanidad se ha asociado, además, al de patrimonio común de 
la humanidad, concepto a través del cual se busca sustraer espacios o bienes a 
la soberanía del Estado con el objeto de organizar su gestión en interés común 
y de forma sostenible. Los criterios de identificación de dicho patrimonio se-
rían la no apropiación, lo que excluye la apropiación por razones de soberanía, 
la existencia de un régimen internacional, el reparto de beneficios, el uso pací-
fico y la toma en consideración de las generaciones futuras31.

El concepto se ha vinculado también con el de interés común, noción que 
procede del hecho de que ningún Estado puede resolver por sí solo los pro-
blemas que los asuntos comunes plantean ni recibir todos los beneficios que 
ellos proveen. Es el caso del ambiente, medio de vida de la humanidad, y del 
cual dependen la calidad de vida de los seres humanos y su salud. Otro tanto 
cabe decir del agua o de los recursos alimentarios. Estos intereses comunes 
han derivado en derechos humanos internacionales que han sobrepasado las 
soberanías para proteger la vida humana32.

Las consideraciones que anteceden han dado lugar al reconocimiento de 
unos derechos de la humanidad que encuentran fundamento en el derecho al  

29	 Franck Abikhzer, citado en Parent, Valérie: L’humanité et le Droit International 
(Mémoire). Université de Montréal. Montréal, 2013, p. 10. 

30	 Vid. Declaración Universal de Derechos Humanos. Instituto Interamericano de Derechos 
Humanos. San José, 1992, p. 1.

31	 Parent: ob. cit., p. 11.
32	 Ibíd., pp. 35, 37, 38 y 46.



ambiente, a la paz, al patrimonio común, a la supervivencia y a la integridad, 
en el marco del respeto a la dignidad humana. Se trata de derechos que dan 
lugar a obligaciones erga omnes por parte de los Estados hacia la comunidad 
internacional33.

Por otra parte, la humanidad lleva consigo la idea fundamental según la cual 
quienes viven hoy no son más que elementos de una cadena que no debe ser 
interrumpida, razón por la cual el género humano deviene humanidad so
lamente en su perpetuación, lo que explica que la toma de conciencia de la 
humanidad se encuentre ligada inexorablemente a su supervivencia y, por 
tanto, orientada hacia su salvaguarda34.

La persecución de este propósito común hace que la noción de humanidad 
se asocie también a la de comunidad y, en particular, a la de una comunidad 
interdependiente y solidaria que, en consecuencia, no puede ser reducida a 
una constelación de Estados cuyos intereses se oponen entre sí, sino identifi-
cada como el sustrato de necesidades humanas fundamentales, más allá de la 
existencia contingente de sus miembros. Por esta razón, el principio del de-
sarrollo sostenible es definido como el desarrollo que responde a las necesi-
dades del presente sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras 
de responder a las suyas35.

Otra noción relacionada con la de humanidad, originada en un Informe del 
Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (1999), es la de «bien pú-
blico global». Se trata de bienes como el ambiente, la salud, el conocimiento 
o la paz, de cuyo disfrute no debe ser excluida ninguna persona36.

Ahora bien, el riesgo es que, si el concepto de humanidad se instrumentaliza, 
como advierte Le Bris, pudiera llegar a ser puesto al servicio del Estado y 

33	 Ibíd., pp. 53 y 57.
34	 Ibíd., p. 67.
35	 ONU: «Rapport on the World Commission on Environment and Development ‘Our 

Common Future’», 1987, http://www.un-documents.net/our-common-future.pdf.
36	 Parent: ob. cit., p. 80.
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sustituir este los intereses comunes de la humanidad por los suyos propios37. 
No se trata de oponer humanidad y soberanía, toda vez que no se puede negar 
que el Estado constituye una forma significativa de organización social y ju-
rídica, pero la consideración del concepto de humanidad permite relativizar 
su papel.

Parent resume el aporte de la doctrina destacando que la humanidad com-
bina, en una infinidad de relaciones necesitadas de equilibrio, el todo y las 
partes; que, cuando todos los puntos de referencia han desaparecido, la única 
cosa que nos queda y nos guía todavía es nuestra humanidad; que ella, más 
que una suma de eslabones, es la conciencia de adhesión a valores comunes 
que se traduce en responsabilidad38.

En conclusión, el concepto de humanidad reposa sobre la idea de comunidad, 
interdependiente y solidaria, y esta descansa sobre valores susceptibles de 
ser reconocidos y aceptados como comunes porque los individuos que la in-
tegran y la integrarán son relativamente idénticos en sus necesidades funda-
mentales. El propósito de la humanidad, en tanto que especie, se hallaría en 
estos valores transculturales y universalmente compartidos.

Es del caso destacar la advertencia de Schmitt, según la cual el orden inter-
nacional moderno, elaborado a partir de la Paz de Westfalia, ha reemplazado 
la moralidad de los fines por la de las soberanías de Estado39. Sin embargo,  
el fundamento de la comunidad humana no se halla en los Estados, sino en el 
conjunto de valores universales que lleva consigo.

Estos valores comunes se apoyan a su vez en el de la dignidad de toda per-
sona, el mismo que, en la expresión de Iovane, constituye el valor funda-
mental de todo ser humano, el que lo distingue en tanto que humano y lo 
eleva por encima de toda otra entidad40.

37	 Catherine Le Bris, citada en Parent: ob. cit., p. 95.
38	 Parent: ob. cit., p. 117.
39	 Carl Schmitt, citado en Parent: ob. cit., p. 118.
40	 Massimo Iovane, citado en Parent: ob. cit., p. 121.



Cabe citar en este punto la perspectiva esencial de Kant, según la cual el 
hombre es un ser racional que pertenece al reino de los fines por existir como 
un fin en sí mismo y no como un medio para ser utilizado discrecionalmente 
por otra voluntad, de modo que, tanto en las acciones orientadas hacia sí 
mismo como en las dirigidas hacia otros seres racionales, el hombre ha de 
ser considerado siempre al mismo tiempo como un fin. Por existir en sí y no 
por otro, el ser humano es autónomo, subsiste por si, se autodetermina, se au-
togobierna, pertenece a sí mismo, descansa en sí, es un sui iuris. Por ser un 
fin en sí y no instrumento de otra entidad, el ser humano es digno de respeto. 
El filósofo asocia esta idea de dignidad a la de humanidad, como lo revela 
la segunda fórmula del imperativo categórico: «Obra de tal modo que uses 
a la humanidad, tanto en tu persona como en la persona de cualquier otro, 
siempre al mismo tiempo como fin y nunca como medio»41.

Sobre la base de este postulado, la dignidad del ser humano se expresaría 
en la de la humanidad, y esta, desde los valores comunes universalmente 
compartidos, serviría de fuente de los derechos que se hallan en la disciplina 
normativa de una vida digna. Por tanto, los derechos humanos, al reflejar 
normativamente tales valores, serían expresión del sentido de humanidad.

Se trata ahora de examinar la relación entre los conceptos de soberanía y  
humanidad.

3. Del principio en sus fundamentos

En el estado de naturaleza primario, explica Höffe, cada quien posee li-
bertad de acción. Si cada uno ejerce sus libertades sin ningún tipo de límites, 
violando las ajenas, quedará expuesto a la violación de las propias. En este 
marco, la necesidad primera de todo ser humano, cual es la de su preservación 

41	 Manuel Kant, citado en Hoyos, Ilva Miriam: De la dignidad y de los derechos  
humanos. Una introducción al pensar analógico. Editorial Temis. Bogotá, 2005,  
pp. 165 y 166.
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y la de la especie, lo obliga a renunciar a la libertad de dar muerte o de dañar 
a los demás42. Desde la perspectiva de Ferrero:

Cada hombre sabe que es más fuerte o más débil que uno u otro de sus se-
mejantes; que, aislado en una completa anarquía, él sería el terror de los 
más débiles y la víctima de los más fuertes: viviría temblando y haciendo 
temblar. Por eso, siempre y en todas partes, la mayoría de los hombres re-
nuncia a aterrorizar a los más débiles, para poder temer menos a los más 
fuertes: tal es la fórmula universal del orden social43.

Siglos antes, de Espinosa, había advertido que, si los seres humanos vivieran 
según la guía de la razón, cada uno se esforzaría por preservar su existencia sin 
causar daño alguno a los demás, pero que, como están sujetos a afectos incons-
tantes y volubles que superan con mucho a la virtud, son arrastrados a menudo 
en diversos sentidos y a posiciones contrarias; que dichos seres se procuran 
con mucha mayor facilidad lo que necesitan mediante la ayuda mutua, y que 
solo uniendo sus fuerzas pueden evitar los peligros que los amenazan por 
todas partes, pero que para que ello ocurra es necesario que se presten garan-
tías recíprocas de que no harán nada que pueda causar daño ajeno, y ello solo 
sucederá si cada quien se abstiene de inferir un daño a los demás por temor  
a un daño mayor44.

En efecto, como precisa Höffe, se trata de una renuncia recíproca: a cambio 
de la renuncia propia se obtiene la ajena. Así, cada quien preferirá la posibi-
lidad de vivir a la de dar muerte a los demás, optará por la protección mutua 
de la vida en lugar de la amenaza constante de ser muerto. La limitación re-
cíproca de las libertades hará posible y garantizará la supervivencia de todos 
los miembros de la comunidad, su coexistencia y la coexistencia de sus li-
bertades. En palabras de Höffe, «La limitación de la libertad se intercambia 

42	 Höffe, Otfried: Justicia Política. Fundamentos para una filosofía crítica del Dere-
cho y del Estado. Ediciones Paidós-ICE-UAB. Trad. Carmen Innerarity. Barcelona, 
2003, p. 101.

43	 Ferrero, Guglielmo: Potere. Sugarco Edizione. Milán, 1981, p. 38.
44	 de Espinosa, Baruch: Ética demostrada según el orden geométrico. Ediciones Orbis, 

S. A. Trad. Vidal Peña García. Madrid, 1980, pp. 303 y 304.



por una garantía de libertad, la negación de la libertad se recompensa con un  
derecho a la libertad»45.

Por tanto, estas libertades fundamentales se las deben las personas entre sí, y 
su limitación o renuncia recíproca también. No se observa que el Estado in-
tervenga en este intercambio, por lo que ni dichas libertades fundamentales 
ni la reciprocidad de su renuncia le son debidas.

Como es sabido, estas libertades, cuya limitación recíproca se convierte en 
una regla que beneficia a todos por igual, se constituyen en derechos que 
cada uno puede exigir a los demás en cualquier circunstancia. Se trata de de-
rechos iguales que los miembros de la comunidad se conceden originaria-
mente y se deben entre sí, y cuya justificación es independiente de factores 
individuales o grupales. Son derechos irrenunciables e inviolables, propios 
del ser humano. Son los derechos humanos46.

La necesidad de garantizar la protección de estos derechos hace surgir el poder 
de coacción. Por considerar de beneficio individual y colectivo la existencia de 
un poder común que garantice esa protección, los miembros de la comunidad 
transfieren al Estado el ejercicio de este poder. El objeto de esta transferencia 
es, por tanto, que el Estado garantice la protección de los derechos humanos de 
cada uno y de todos. He aquí su obligación fundamental.

De la consideración que antecede se desprende que los miembros de la comu-
nidad no ceden la titularidad de sus derechos, que por ser humanos les son 
inherentes, y tampoco su ejercicio. La transferencia ocurre en el ámbito del 
poder de coacción, y no en su titularidad sino en su ejercicio, a causa de la ne-
cesidad de obtener, de parte del Estado, una mayor garantía de protección de 
tales derechos.

Por otra parte, esta obligación de proteger revela que el poder del Estado es un 
poder derivado. Según Höffe, es correcto sostener que el Estado –legítimo– 

45	 Höffe: ob. cit., pp. 101, 102 y 105.
46	 Ibíd., pp. 114 y ss.
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no es una instancia junto a o más allá de los ciudadanos, sino que, más bien, se 
constituye a partir de ellos. La obligación citada revela también que el ordena-
miento jurídico positivo debe estar en función de los derechos humanos y de su 
respeto, derechos que integran los componentes elementales del orden47. Agrega:

En este reconocimiento como Derecho positivo los derechos humanos 
tienen un doble significado. Desde una perspectiva sistemática son, fun-
damentalmente, derechos recíprocos de las personas. Pero, secundaria-
mente, son también derechos frente a la instancia que debe proteger esos 
derechos, el Estado. Esto es así porque los derechos humanos no están solo 
amenazados por parte de los demás y por eso son protegidos por el Estado; 
son derechos que también se ven amenazados por el «poder protector», por 
ejemplo, la integridad corporal y la vida por un encarcelamiento arbitrario, 
por penas excesivas –draconianas– o por medidas totalmente injustificadas 
como la tortura. El Estado amenaza también a la propiedad por medio de 
expropiaciones –arbitrarias y sin una compensación–, al honor por medio 
de un trato desigual a las ciudadanos y quizá también mediante intromi-
siones de la burocracia, a la libertad de opinión por medio de la censura, y a 
la libertad religiosa mediante privilegios y discriminaciones48.

Ferrajoli desarrolla una tesis que guarda correspondencia con esta línea 
de pensamiento: a su juicio, los derechos fundamentales, a diferencia de 
los que denomina «patrimoniales», son derechos indisponibles, inaliena-
bles, inviolables, intransigibles, personalísimos. El jurista argumenta que la in-
disponibilidad de estos derechos significa que «están sustraídos tanto a las 
decisiones de la política como al mercado»; que, en virtud de su indisponibi-
lidad activa, no son alienables por el sujeto que es su titular, de modo que «no 
puedo vender mi libertad personal o mi derecho de sufragio y menos aún 
mi propia autonomía contractual»; que, en razón de su indisponibilidad pa-
siva, no son expropiables o limitables por otros sujetos, «comenzando por el 
Estado», razón por la cual, dice, «ninguna mayoría, por aplastante que sea, 
puede privarme de la vida, de la libertad o de mis derechos de autonomía»;  

47	 Ibíd., p. 123.
48	 Ibíd., pp. 186 y 187.



y que los derechos fundamentales son un límite no solo a los poderes pú-
blicos, sino también a la autonomía de sus titulares: «ni siquiera voluntaria-
mente se puede alienar la propia vida o la propia libertad»49.

Y ha sido el propio Ferrajoli quien ha puesto de relieve la relación entre 
esta soberanía y aquellos derechos. El jurista argumenta que el pueblo es-
taría constituido por la titularidad de los derechos fundamentales, igual y 
común, en cabeza de cada uno de sus miembros; que la unidad del pueblo no 
se expresaría en una voluntad común sino en la igualdad en los derechos50; 
que la soberanía popular constituiría la suma de la totalidad de los derechos 
fundamentales y su garantía; que los derechos, específicamente los derechos 
políticos, podrían concebirse como fragmentos de soberanía distribuidos en 
cabeza de todos y cada uno de los ciudadanos; y que la soberanía popular  
garantizaría la inviolabilidad de tales derechos51.

Si se reconoce que el titular de la autoridad suprema en que consiste la so-
beranía es el pueblo, que las personas que lo integran son los titulares de sus 
propios derechos, y que el pueblo es también el titular del poder constitu-
yente que aprueba el pacto fundamental que recoge y garantiza los derechos 
y garantías de sus miembros, no hay duda de que la noción de soberanía de 
Estado es resultado de una transposición indebida, y de que hay lugar a la 
tentativa del jurista de establecer la relación correspondiente entre soberanía 
y derechos. Se observa, sin embargo, que la tentativa se limita a imputar a un 
mismo sujeto la titularidad de ambas situaciones y a mezclar en el concepto 
de soberanía la titularidad de los derechos y su garantía.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos prescribe que «La vo-
luntad del pueblo es la base de la autoridad del poder público…» (artículo 

49	 Ferrajoli, Luigi: «Derechos fundamentales». En: Los fundamentos de los derechos 
fundamentales. Antonio de Cabo y Gerardo Pisarello, editores. Trotta. Madrid, 
2007, pp. 31, 32 y 33.

50	 Ferrajoli, Luigi: Principia Iuris. Vol. i Teoria del Diritto. Laterza. Bari, 2007,  
pp. 928 y ss.

51	 Ferrajoli, Luigi: Principia Iuris. Vol. ii Teoria della democrazia. Laterza. Bari, 2007, 
p. 11.
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21.3)52, lo que presupone que el pueblo es el titular del poder y de la autoridad 
que el Estado ejerce, lo que conduce a reconocer en el pueblo la titularidad 
de la soberanía, así como la existencia de una relación funcional y de ga-
rantía entre ambos sujetos, caracterizada porque el Estado tendría a su cargo 
la obligación de asegurar la tutela de los derechos fundamentales de las  
personas integrantes de aquel.

La Constitución venezolana53, al igual que otros textos fundamentales, de-
clara que la soberanía reside intransferiblemente en el pueblo y que los ór-
ganos del Estado emanan de la soberanía popular (artículo 5), así como 
dispone, a título de obligación de garantía, que el Estado ha de asegurar, con-
forme al principio de progresividad y sin discriminación alguna, el goce y ejer-
cicio irrenunciable, indivisible e interdependiente de los derechos humanos, y 
que el respeto y garantía de tales derechos son obligatorios para los órganos del 
Poder Público, de conformidad con la propia Constitución, los tratados sobre 
derechos humanos suscritos y ratificados por la República y las leyes que los 
desarrollen (artículo 19).

Y el artículo 334 constitucional, primer párrafo, consagra, a título de obli-
gación específica de garantía, puesta a cargo del Estado, por órgano de los 
jueces competentes de la República, la siguiente: «Todos los jueces o juezas de  
la República, en el ámbito de sus competencias y conforme a lo previsto en 
esta Constitución y en la ley, están en la obligación de asegurar la integridad de  
la Constitución». Esta disposición forma parte de un Capítulo que se denomina 
«Garantía de la Constitución», y tanto el artículo como el Capítulo forman  
parte de un Título que se denomina «De la protección de la Constitución». 

La Constitución consagra, pues, en forma expresa, la obligación judicial de 
garantizar su integridad. Lo íntegro es lo que permanece intacto, ileso, incó-
lume, indemne, es decir, sin menoscabo. Por tanto, la obligación del Estado, 
por la vía de los jueces, es la de garantizar que la Constitución permanezca 

52	 Ob. cit., p. 6.
53	 Vid. Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, Gaceta Oficial de la 

República de Venezuela N.º 36860, de 30-12-99.



intacta, ilesa, incólume, indemne, sin menoscabo, obligación a la cual corres-
ponde necesariamente el derecho de todo ciudadano a la Constitución cuyo 
texto aprobó, y a que esta permanezca íntegra.

El correlato de estas obligaciones de garantía, a cargo del Estado, es el de-
recho al pacto constitucional, a su integridad y a su vigencia. El titular de este 
derecho no puede ser sino el ciudadano del Estado, en tanto que miembro  
y destinatario de una Constitución cuyo soporte son los derechos humanos y, 
en general, los derechos fundamentales, y a quien interesa que, en razón del 
pacto, tales derechos permanezcan íntegros, es decir, intactos, ilesos, incó-
lumes, indemnes, sin menoscabo. En defensa de este derecho, el artículo 333, 
segundo párrafo, impone a todo ciudadano, investido o no de autoridad, el 
deber de colaborar en el restablecimiento de la vigencia de la Constitución 
que haya dejado de observarse por acto de fuerza o en razón de haber sido 
derogada por un medio distinto al previsto en ella.

En resumen, la obligación del Estado de garantizar la integridad y, por tanto, 
la permanencia y vigencia de la Constitución, se fundamenta en la obligación 
del Estado de garantizar la integridad, permanencia y vigencia de los derechos 
fundamentales que aquella consagra; y el derecho del ciudadano del Estado a la 
Constitución, así como a su integridad y vigencia, se fundamenta en el derecho 
que posee a la existencia, integridad y vigencia de sus derechos fundamentales.

Estos derechos y, en particular, los derechos humanos, remiten a necesidades 
e intereses del máximo rango, en tanto que constituyen la condición de posi-
bilidad de necesidades e intereses de menor rango, y en cuanto que reflejan 
normativamente valores trascendentales, es decir, valores comunes univer-
salmente compartidos que configuran el propósito de la humanidad toda. En 
consecuencia, a los derechos humanos subyace este telos, el mismo que sirve 
de fundamento a la exigencia de respeto y garantía de tales derechos por 
cuanto la supervivencia y salvaguarda de las personas que son sus titulares 
conduce a la supervivencia y salvaguarda de la humanidad en su conjunto.
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Desde esta perspectiva, lo que hacen los textos constitucionales es recoger la 
adhesión de comunidades humanas a valores fundamentales que se expresan 
ante todo en términos de derechos humanos.

Los valores sobre los cuales descansan estos derechos, así como los derechos 
mismos, atraviesan el orden constitucional y transforman al Estado, titular 
del deber de protección, y al pueblo, titular originario de la soberanía, en  
sujetos pasivos de una relación obligatoria de garantía.

En efecto, el ejercicio de la soberanía popular, a través del poder constituyente 
originario, conduce a la celebración del pacto constitucional y a la consagra-
ción en el de los derechos fundamentales de toda persona, lo que transforma la 
soberanía en un mecanismo permanentemente dirigido a asegurar la tutela de 
estos derechos.

Por su parte, la autoridad del Estado, cuya obligación fundamental consiste 
precisamente en garantizar la protección de los derechos humanos, de cada 
uno y de todos, no puede ser ejercida sino con el propósito de dar cumpli-
miento a su obligación fundamental.

Conclusiones parciales

Estas reflexiones estuvieron dirigidas en lo principal a dar respuesta a la pregunta 
de si la defensa de la soberanía se contrapone a la defensa de la humanidad. Las 
consideraciones que anteceden conducen a sostener que, por el contrario, la so-
beranía, tanto la originaria como la derivada, tanto la interna como la externa, se 
halla dirigida a la tutela de los derechos humanos de toda persona y, por esta vía, 
tiende a la defensa de los valores comunes y universales que configuran el pro-
pósito de la comunidad humana y de la humanidad. Por tanto, la soberanía es un 
medio de defensa de la humanidad, lo que justifica y hace necesario, a los fines 
de la defensa de la humanidad, la defensa de la soberanía.

En segundo lugar, la soberanía es un límite, pero no para la defensa de los de-
rechos humanos sino para el Estado, en cuanto que el ejercicio de la autoridad 



que le fuera conferida no puede estar orientado sino al cumplimiento de su 
obligación fundamental.

En tercer lugar, como ha destacado Ferrajoli, la soberanía encuentra su lí-
mite esencial en la indisponibilidad activa y pasiva de los derechos humanos 
y, en consecuencia, en la indisponibilidad de los derechos de la humanidad 
toda. Por esta razón, en el caso de un Estado cuyos agentes incurran en vio-
lación masiva de derechos humanos, la solución no es el abandono de las 
víctimas, sino la defensa de su soberanía.

Diógenes Laercio cuenta que Estilpon era un filósofo de la época de Ale-
jandro Magno, y que cuando Demetrio Poliorcetes le pidió, tras la conquista 
de Megara, que hiciera una lista de todas las cosas que se habían perdido en 
el saqueo de su casa, el respondió: nadie se ha llevado de mi casa la cultura54. 
Lo primero que se aprecia en el profesor René Molina Galicia es precisa-
mente su cultura, jurídica ante todo, pero también musical y literaria. Luego, 
su espíritu humanista, revelado una y otra vez en su fecunda vida académica 
y profesional. Después, en el centro de todo su quehacer, la lucha intransi-
gente por el Derecho y la justicia. En el recorrido de esta lucha no es posible 
olvidar uno de sus inicios: la causa denominada «El amparo a Rondalera», 
cuyo proceso se desarrolló entre los años 1982 y 1983, y que abrió espacio de-
cisivo en Venezuela a la tutela constitucional de los derechos fundamentales. 
En ese caso, la asistencia profesional de Molina Galicia hizo posible que, en 
medio de las más severas circunstancias, se declarara e hiciera efectiva la tu-
tela judicial del derecho fundamental de los maestros a educar y de los niños 
a ser educados55. Ha sido la suya una práctica profesional mediada siempre 
por la reflexión seria y el estudio sistemático. Una de sus obras, publicada 
hace diez años, muestra que ha sido frecuente el ir y venir entre Bobbio y 
Alexy, o entre Couture y Cappelletti, o entre Schmitt y Recasens Siches56. 

54	 Snell, Bruno: El descubrimiento del espíritu. Acantilado. Trad J. Fontcuberta.  
Barcelona, 2007, p. 426.

55	 Molina Galicia, René: El amparo a Rondalera. Ediciones Síntesis Jurídica. Caracas, 
1984.

56	 Molina Galicia, René: Reflexiones sobre una nueva visión constitucional del pro-
ceso y su tendencia jurisprudencial. Hacia un gobierno judicial? 2.ª, Ediciones 
Paredes. Caracas, 2008.
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En estos tiempos de destrucción en Venezuela de todo sentido de humanidad 
y de justicia, por parte de un régimen manifiestamente dictatorial, René  
Molina se ha hecho presente en la defensa firme y clara del orden constitu-
cional y de la independencia judicial. Por estas razones, entre otras, agradezco 
muy de veras la invitación de la distinguida profesora Flor Karina Zambrano 
para participar en el homenaje a un jurista venezolano de quien no podrán 
llevarse ni su cultura, ni su espíritu de justicia, ni su sentido de humanidad.

* * *

Resumen: El autor se cuestiona si la defensa de la soberanía se 
contrapone a la defensa de la humanidad. Para responder tal in-
terrogante explica los conceptos de soberanía y humanidad, evi-
denciando cómo el primer término es un medio de defensa del 
segundo, lo que implica que la soberanía es un verdadero límite 
al Estado al condicionar que las conductas de este último estén 
dirigidas a la garantía de los derechos fundamentales. Palabras 
clave: Soberanía, humanidad, derechos fundamentales.


